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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá  D.C.,  treinta y uno (31) de enero de dos mil doce (2012)
Magistrado Ponente JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

Radicación No.  470011102000200900580 01 / 2358
Aprobado según Acta No.  008 de la misma fecha.   

ASUNTO A TRATAR

Procede la Sala Dual de Decisión No. 1 conformada por los Honorables Magistrados José Ovidio Claros Polanco y Julia Emma Garzón de Gómez, a revisar por vía jurisdiccional de Consulta, la sentencia proferida el 29 de agosto  de 2011, por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena
, a través de la cual sancionó con EXCLUSION en el ejercicio de la profesión al abogado GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, por haber incurrido en concurso homogéneo y sucesivo a título de dolo en calidad de autor y determinador, en la falta consagrada artículo 52 del numeral 2 del Decreto 196 de 1971, reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007. 
ANTECEDENTES

I. Los hechos que dieron origen a las presentes diligencias fueron resumidos así por el a quo: 

“La presente actuación disciplinaria se originó en la compulsa de copias ordenadas por esta Corporación a través del proveído de fecha 17 de diciembre de 2007, para que fueran investigadas las posibles irregularidades en la que pudo incurrir el doctor ANTONIO VIVES CERVANTES, en su condición de Juez Segundo Civil Municipal de Ciénaga-Magdalena, dentro de procesos ejecutivos iniciados en esa dependencia judicial contra el Instituto de los Seguros Sociales, donde posiblemente se originó un desfalco al patrimonio de dicha entidad, a través de la fraudulenta interposición y cobro de demandas ejecutivas, procesos dentro de los cuales se encontraron los radicados bajo los números, 2007-062, 2007-022, donde se evidenció la posible responsabilidad disciplinaria del doctor GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES en calidad de autor.

“De igual forma dentro de los procesos disciplinarios seguidos contra los doctores PEDRO QUINTERO CERVANTES, radicado con el número 576-2009, LUIS EDUARDO RAMOS CARRILLO radicado con el número 578-2009 y ERIC TOBIAS, 585-2009, esta Corporación ordenó compulsar copias contra el doctor GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, al evidenciarse que el togado pudo haber inducido a la doctora ERIC TOBIAS, a interponer la demanda ejecutiva radicada con el número 2007-456, al doctor LUIS EDUARDO RAMOS CARRILLO, las demandas ejecutivas radicadas con los números 2007-021, 2007-200, 2007-463, 2007-142, 2007-169, 2007-163 contra el Instituto de los Seguros Sociales, a través de las cuales se originó un posible desfalco a esta entidad estatal”

ACONTECER PROCESAL

Reposa en el infolio el resultado de la búsqueda individual de abogados realizada por Internet, en la que se indicó que GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, identificado con la cédula de ciudadanía No. 72197900, es portador de la tarjeta profesional de abogado No. 93514 del C. S. de la J., la cual se encuentra vigente
.
Mediante auto del 14 de diciembre de 2009, se fijó fecha para Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 105 de la Ley 1123 de 2007
. A efecto de notificar la anterior decisión al inculpado se fijó edicto el 25 de enero de 2010
 .

El día 11 de febrero de 2010, ante la inasistencia del abogado disciplinado, se ordenó realizar lo pertinente en el parágrafo del artículo 104 de la Ley 1123 de 2011. En consecuencia, el 18 de febrero de 2010, se declaró persona ausente al inculpado y se le designó como defensora de oficio a la doctora Evilieta Gómez Cotes
. Fue fijada nueva fecha para la realización de Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional, mediante edicto del 15 de junio de 2010
. 

El 2 de julio de 2010, la Magistrada sustanciadora, se vio obligada a suspender la mencionada diligencia, ante la inasistencia del abogado y su defensora, aplazándola para el día 16 de julio del mismo año
, fecha en la cual fue imposible la continuación de la diligencia ante la no presencia del implicado y su abogada. Por lo tanto, el 21 de julio siguiente, se fijó para el 4 de agosto de 2010 la audiencia programada
.

Llegado el día y la hora señalados se llevó a cabo la Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional, en la cual se le corrió traslado a la defensora de oficio para que solicitara o aportara las pruebas, manifestando que existen unas facturas que hacen parte del proceso ejecutivo, por lo tanto peticionó se oficiara al Instituto del Seguro Social para que enviara esos soportes de los procesos radicados bajo los números 4718940030022007-0062, 4718931030022007-00022 y 00456-2007, de igual manera solicitó se cite al doctor Jorge Luis Campo Rodríguez, quien ostentaba el cargo de apoderado de la entidad demandada. Por ser procedentes la Magistrada ordenó practicar dichos elementos probatorios, además, de oficio decretó se allegaran los anexos aportados a los procesos ejecutivos adelantados en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga y escuchar en declaración a los señores Juan Mosquera Zarate y Richard Borelli Aicardi, como también solicitar certificación al ISS la legalidad de los cobros en el curso de los procesos adelantados por los señores Juan Mosquera Zarate, Richard Borelli Aicardi y Yuris Rocío Lora Ávila, igualmente decretó requerir a la Secretaría de la Sala Penal del Tribunal Superior de Santa Marta, para que enviara copia del fallo y de la audiencia de sentencia anticipada con ocasión de los mismos hechos contra el Juez Segundo Civil Municipal de Ciénaga; finalmente ordenó oficiar a la Fiscalía General de la Nación para que certificara si con ocasión de los mismos hechos se adelantó investigación penal contra el disciplinable. Seguidamente la audiencia fue suspendida y se programó para el 26 de agosto de 2010 proseguir con la misma
. 

Mediante auto del 19 de junio de 2008, el funcionario de primera instancia ordenó fijar edicto emplazatorio en atención a que el investigado no se presentó a la audiencia programada
. Posteriormente, fijó para el 10 de octubre de 2010 la diligencia suspendida
.

Instalada de nuevo la vista pública en la fecha citada en párrafo precedente, con la comparecencia del defensor de oficio, la Magistrada sustanciadora verificó la presencia del señor Jorge Luis Campo Rodríguez quien rindió declaración. A continuación dispuso la directora de la audiencia librar despacho comisorio a la Sala Homóloga del Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico para que escuchara en declaración a los señores Juan Mosquera Zarate, Richard Borelli Aicardi y Yudis Rocío Lora Ávila. Finalmente fueron reiteradas las pruebas decretadas en la sesión anterior
, fijó el 4 de octubre de 2010 para continuar con la diligencia.

En la fecha señalada en el párrafo que antecede la funcionaria de primera instancia verificó que el despacho comisorio no se había allegado, procediendo a reiterar el mismo. Citó a los intervinientes para el 4 de noviembre de 2010, a fin de seguir con el trámite de la diligencia
, fecha en la cual tampoco se logró verificar las pruebas solicitadas; insistió respecto a las mismas, para continuar con la sesión el día 22 del mismo mes y año
.

El 22 de noviembre de 2010, la Magistrada sustanciadora se pronunció respecto de las pruebas solicitadas en la sesión anterior, observando que aún no se ha evacuado la declaración del señor Juan Mosquera Zarate, por lo tanto suspendió la audiencia para proseguirla el 15 de diciembre de 2010
, fecha en la cual, tampoco se pudo proseguir con el trámite pendiente
.  

A los 8 días del mes de abril de 2011, atendiendo que se habían evacuado todas las pruebas decretadas procedió la Magistrada Sustanciadora a realizar la correspondiente imputación fáctica y jurídica, considerando procedente la siguiente formulación de cargos:

“En concurso homogéneo y sucesivo al doctor GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, en calidad de autor dentro de la falta consagrada en el artículo 52 numeral 2 del Decreto 196 de 1971 y reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007, bajo la modalidad dolosa, por haber actuado dentro de los procesos ejecutivos radicados bajo los números 2007-062 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga) y 2007-0022 (Juzgado Segundo Civil del Circuito de Ciénaga).

“En concurso homogéneo y sucesivo al doctor GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, en calidad de autor determinador dentro de la falta consagrada en el artículo 52 numeral 2 del Decreto 196 de 1971 y reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007, bajo la modalidad dolosa, por haber actuado dentro de los procesos 2007-456 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-227 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-200 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga, 2007-463 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-0142 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-163 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-169 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-021 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-199 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-042 (Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga), 2007-164 del Juzgado Cuarto Civil Municipal de Santa Marta y  2007-179 del Juzgado Sexto Civil Municipal de Santa Marta al inducir a la doctora Eric Tobías y a los doctores Pedro Quintero y Luis Eduardo Ramos a interponer procesos ejecutivos en contra de los Seguros Sociales que originaron posiblemente un desfalco a esta entidad estatal.

“En calidad de autor determinador bajo la modalidad dolosa dentro de la falta consagrada en el artículo 52 numeral 2 del Decreto 196 de 1971 y reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007, por haber inducido al doctor Pedro Quintero en la presentación de la demanda radicada bajo el número 403 de 2007 en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Ciénaga”  

Se fijó como fecha para la realización de Audiencia de Juzgamiento, el 24 de mayo del año 2011 
.  

La misma se llevó a cabo el día acordado, en la que inicialmente la Magistrada sustanciadora verificó sólo la presencia del defensor de oficio al que se le concedió el uso de la palabra para que presentara sus alegatos de conclusión, quien indicó que las firmas de los poderes obrantes en los procesos ejecutivos, no fueron confrontadas científicamente con las de su defendido para así poder establecer su participación en las conductas endilgadas, en razón a que muchas de las personas que obraron como ejecutantes negaron haber otorgado poder a los profesionales involucrados; tal situación le generó duda por lo que solicitó se aplique el principio de In dubio pro reo. 

ACERVO PROBATORIO
Fueron practicadas las siguientes pruebas a lo largo de la investigación disciplinaria:
-Se allegaron las copias de los procesos ejecutivos con números de radicación 2007-062, 2007-022- 2007-456, 2007-021, 2007-199, 2007- 164, 2007-042, 2007-179, 227-2007, 2007-200, 2007-463, 2007-142, 2007-169, 2007-163 y 2007-403, los cuales  fueron adelantados contra el Instituto del Seguro Social, ante los Juzgados Segundo Civil Municipal de Ciénaga, Cuarto Civil Municipal de Santa Marta y Sexto Civil Municipal de Santa Marta.
-Tambien se anexaron al plenario las copias de la sentencia proferida por la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, en el proceso penal adelantado contra el Juez Segundo Civil Municipal de Ciénaga Magdalena, doctor Antonio Vives Cervantes. Asi mismo, las copias de la sentencia de segunda instancia proferida por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.
-El doctor Jorge Luis Campo Rodríguez, en declaración recepcionada en audiencia del 26 de agosto de 2010, indicó no tener amistad con el abogado Guillermo Villa Roble y  conocerlo debido a que fue contratista del Instituto de los Seguros Sociales.
- El doctor Antonio Rafael Vives Cervantes, dentro de las diligencias de beneficios por colaboración celebrada ante la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Fiscalía General de la Nación, expresó que un señor de nombre Wilson Ávila, fue a su casa, indicándole tenía unos procesos ejecutivos contra el ISS con Guillermo Villa y Hugo Quintero, quienes estaban interesados en agilizarlos a cambio también de un 2% a un 3.55% de utilidad, pues el total de pretensión era un 40% para los señores Nelson Vives y Miguel Pinedo, quienes estaban interesados en conseguir recursos para financiar la campaña a la gobernación de su hijo; que un 10 % era para repartírselo entre él y los empleados del Juzgado, los funcionarios bancarios, el jefe de la oficina jurídica que manejaba poderes y los abogados; el resto era para el demandante; que quien decidía qué procesos podían presentarse era el señor Nelson Vives.
-Mediante despacho comisorio, el 14 de octubre de 2010, se escuchó en declaración a los señores Richard Antonio Borelly Aycardi y Yudis Rocío Lora Avila, demandantes dentro de los procesos ejecutivos con radicación número 2007- 062 y 2007- 022, los cuales indicaron no conocer al disciplinable Villa Robles, ni haberle otorgado poder para que adelantara demanda ejecutiva alguna contra el Instituto del Seguro Social.
- El Gerente de Inversiones y Distribuciones Lara y Lora, señor Juan Epifanio Mosquera Zarate, informó que nunca ha tenido relación comercial con el Instituto del Seguro Social, ni haber conocido al doctor Guillermo Rafael Villa Robles.

- Se allegó la versión libre del doctor Pedro Quintero Cervantes, realizada el 24 de septiembre de 2010 dentro del radicado 576- 2009, quien indicó que las demandas que presentó en contra del Instituto del Seguro Social, fueron entregadas por Hugo Quintero quien compartía oficina con el doctor Guillermo Villa Robles.
-La doctora Eric Tobias Galvis en versión libre, con fecha del 19 de febrero de 2010, dentro del proceso disciplinario 0580 - 2009, indicó que por  medio de un familiar de nombre Gustavo Tobias conoció de los procesos contra el ISS, sujeto que le propuso interponer demandas a esa entidad estatal, para el cobro de obligaciones, ofrecimiento que aceptó. Informó que luego de presentar la demanda, su pariente le manifestó sobre las irregularidades presentadas dentro de esos procesos ejecutivos, advirtiéndole que la demanda que ella presentó era  de Barranquilla y fue elaborada por el abogado externo del ISS, doctor Villa Robles.
-En Versión libre, el profesional del derecho Luis Eduardo Ramos Carrillo, realizada el 22 de noviembre de 2010, en el proceso disciplinario 0578-2009, manifestó que fue inducido en error por Guillermo Villa Robles para presentar los procesos ejecutivos contra el ISS, quien lo buscó para que actuara como apoderado de la parte demandante.
-El doctor Gustavo Tobias en declaración del 19 de octubre de 2010, en la investigación disciplinaria seguida contra Pedro Quintero Cervantes, con número de radicado 576-2009, manifestó haber sido dependiente judicial del disciplinable y que por lo tanto conoció de los procesos adelantados por él contra el Instituto de los Seguros Sociales. Afirmó que las demandas presentadas por Quintero Cervantes contra el ISS eran realizadas por el doctor Villa Robles y que las demandas se las entregaban a los abogados con sus anexos, para que fueran radicadas en el Municipio de Ciénaga.
DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el 29 de agosto de 2011, la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, sancionó con EXCLUSIÓN en el ejercicio de la profesión al abogado GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, por haber incurrido en concurso homogéneo y sucesivo a título de dolo en calidad de autor y determinador, en la falta consagrada artículo 52 del numeral 2 del Decreto 196 de 1971, reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007. Advirtió la primera instancia: 

“(…)Se tiene entonces como primera medida que el proceso radicado bajo el número 2007-062 fue iniciado por el doctor GUILLERMO VILLA ROBLES en representación de la empresa Novamedical Ltda, ante los Juzgados Municipales de Ciénaga Magdalena, correspondiéndole el trámite por reparto al Juzgado Segundo Municipal de Ciénaga  Magdalena, desconociendo flagrantemente que ninguna de las partes (demandado - demandante) tenían su domicilio en ese municipio y por ello es apenas lógico que ningún juzgado de esa localidad tenía competencia para conocer de estos asuntos por el factor territorial.

(…)De la misma manera se infiere que dentro de los procesos ejecutivos en referencia, se fijaron una cuantiosa suma de dineros por conceptos de agencias en derecho, que fueron cobrados por el investigado los cual no se justifica teniendo en cuenta que el apoderado del Instituto de Seguro Social no realizó prácticamente ninguna actividad de oposición a las pretensiones de la demanda, resultando evidente que por esta vía se produjo un lucro indebido y exorbitante, máxime teniendo en cuenta que los intervinientes en procesos ejecutivos no están autorizados para beneficiarse en virtud de determinaciones equivocadas o abiertamente contrarias a derecho de un juez, siéndole exigible un ejercicio de discernimiento a partir del cual rehacen ese enriquecimiento ilícito.

(...)Todos estos actos externos del disciplinado son una clara manifestación del conocimiento e intención de desarrollar la falta imputada, dado que, no es normal que tales actuaciones procesales se adelanten con tanta rapidez, que los demandados dentro de un proceso, y más si representan a una autoridad estatal, tengan una conducta pasiva y que un profesional del derecho incurra en tantas falencias, todo esto nos lleva concluir que la investigada actuó a sabiendas que con su conducta contrariaba las normas disciplinarias.(...)

CONSIDERACIONES

Conforme a las atribuciones conferidas por los artículos 256 numeral 3 de la Carta Política y 112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, en armonía con lo dispuesto en el artículo 81 y el parágrafo del artículo 66 de la Ley 1123 de 2007, Ley 1474 de 2011 artículo 42 y el Acuerdo 075 del 28 de julio de 2011, por medio del cual se modifica y adopta el Reglamento de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, la Sala Dual de Decisión N° 1 conformada por los Honorables Magistrados José Ovidio Claros Polanco y Julia Emma Garzón de Gómez, es competente para conocer por vía jurisdiccional de consulta la sentencia proferida por la Corporación de instancia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 1123 de 2007.

En virtud de la competencia antes mencionada y revisado el diligenciamiento, atendiendo a los fines de la consulta, en el asunto sub exámine de la Sala, no se evidencian actuaciones irregulares que afecten la legalidad de lo actuado ni de la sentencia, dado que la presente causa disciplinaria se adelantó cumpliendo con los principios de publicidad y contradicción, se corrieron traslados; se notificaron las providencias correspondientes, se practicaron las pruebas solicitadas y en la forma señalada en las normas instrumentales, se garantizaron los derechos de defensa, contradicción y el debido proceso, se profirió fallo en forma motivada y conforme a las exigencias jurídicas; se garantizó la oportunidad de interponer recursos para acceder a la doble instancia; en resumen, el proceso se adelantó con apego a la Constitución Política y la Ley vigente para la época de los hechos.

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, sancionó con EXCLUSIÓN en el ejercicio de la profesión al abogado GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, por haber incurrido en concurso homogéneo y sucesivo a título de dolo en calidad de autor y determinador, en la falta consagrada artículo 52 del numeral 2 del Decreto 196 de 1971, reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007. Cuyo tenor literal es el siguiente:
Decreto 196 de 1971

“ART. 52.- Son faltas contra la Lealtad Debida a la Administración de Justicia.
 1. (…)

 2. El consejo, el patrocinio o la intervención en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos.”
Ley 1123 de 2007

 “ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado:
9. Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad.

La imputación entonces consistió en que el disciplinado patrocinó e intervino en forma fraudulenta con el ánimo de causar un detrimento en los intereses del Instituto del Seguro Social, a través de la interposición de demandas ejecutivas;  procesos dentro de los cuales operó en calidad de autor y determinador; hechos que originaron un desfalco a esa entidad Estatal.
El acervo probatorio recaudado en este proceso, entre el cual se cuenta con la  copia del fallo penal y las declaraciones ofrecidas en el trámite del diligenciamiento adelantado contra el doctor Antonio Vives Cervantes en su condición de Juez Segundo Civil Municipal de Ciénaga Magdalena, por los delitos de peculado por apropiación, cohecho propio y prevaricato por acción, que dicho sea de paso, se acogió a sentencia anticipada, reconociendo así la realización de los punibles imputados, proceso dentro del cual Antonio Rafael Vives Cervantes, vinculó a Villa Robles
, así como los testimonios rendidos en el sub-judice, conducen a acreditar que el abogado disciplinado fue uno de los profesionales del derecho que fraguó el plan para desfalcar al ISS, mediante la interposición de demandas ejecutivas de manera irregular, como es el caso del proceso radicado con el número 2007-062, adelantado en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Cienaga Magdalena, en donde actuó como representante judicial de la Empresa Novamedical Ltda., haciendo caso omiso a que tanto la demandada como la demandante no tenían su domicilio en ese municipio; así mismo se logró establecer que se inició la correspondiente demanda anexando facturas que no habían sido aceptadas por el ISS, puesto que no existía contrato de servicios entre el mismo  y la demandante. Igual situación ocurrió en el proceso 2007-022, comportamientos que permitieron el detrimento patrimonial de la referida entidad estatal.

Y es que corroboró el desfalco la certificación allegada por el Gerente del Instituto del Seguro Social, en la cual aseguró: “Revisada la base de datos de acuerdo al departamento Financiero de esta seccional, se comprobó que las personas Novamedica Ltda Nit. 802.001.786-4, Inversiones y Distribuciones Lara y Lora Nit. 802.022.139-1, relacionadas en su oficio No 5360, no han tenido ningún vínculo como proveedores en las diferentes unidades estratégicas de negocios de salud EPS, pensiones y riesgos profesionales del Instituto”
.
De otro lado, en el recuento procesal, se observaron irregularidades en cuanto a la cantidad fijada por concepto de agencias en derecho, sumas que fueron posteriormente  percibidas por el disciplinable, conducta a todas luces antiética de la cual en grado de certeza se deriva la responsabilidad disciplinaria del encartado, como autor de la falta contra la lealtad debida a la administración de justicia.
Frente a la naturaleza dolosa de este tipo disciplinario, la Corte Constitucional expresó
:

“…aun cuando la norma acusada no precisa por sí misma lo que debe entenderse por “actos fraudulentos”, no cabe duda que el alcance de la citada expresión está inscrito en el concepto de fraude, palabra cuya acepción semántica y de uso común y obvio, hace referencia a la conducta engañosa, contraria a la verdad y a la rectitud, o que también busca evitar la observancia de la ley, y que afecta o perjudica los intereses de otro, entendiendo como tal no solo a los particulares sino también a las propias autoridades. En esa dirección, el diccionario de la Real Academia Español define el fraude como: aquella “acción contraria a la verdad y a la rectitud, que perjudica a la persona contra quien se comete”; y como aquél “acto tendiente a eludir una disposición legal en perjuicio del Estado o de terceros”.  

Por lo tanto, contrario a lo manifestado por la defensora de oficio del inculpado en los alegatos de conclusión, no existe duda acerca de la participación del abogado en las conductas endilgadas, por haber incurrido en concurso homogéneo y sucesivo a título de dolo y en calidad de autor dentro de los procesos 2007-062 y 2007-022 adelantados en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Cienaga Magdalena.
Del análisis hecho por el a-quo, quedó igualmente evidenciada la actuación del  togado dentro de los radicados 2007-456, 2007-021, 2007- 199, 2007-164, 2007-042, 2007-179, 227-2007, 2007-200, 2007-463, 2007-142, 2007-169, 2007-163 y 403-2007, adelantados en los Juzgados Segundo Civil Municipal de Ciénaga, Cuarto Civil Municipal de Santa Marta y Sexto Civil Municipal de Santa Marta, por los abogados Eric Tobías, Pedro Quintero y Luis Eduardo Ramos Carrillo, profesionales que inducidos por el disciplinable actuaron como apoderados dentro de tales procesos, todos contra el ISS, abogados que a la postre ya fueron sancionados en investigaciones disciplinarias en las que mencionaron que Guillermo Rafael Villa Robles era la persona encargada de entregar toda la documentación a los abogados para que fueran estos quienes presentaran las respectivas demandas ante el Juzgado Segundo Municipal de Ciénaga Magdalena.
Por lo expuesto, se encuentra establecida que conducta del disciplinable, es típica al encontrarse reglada como falta en el estatuto del abogado, antijurídica pues lesionó el bien jurídico protegido de la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado, como bien lo señaló el Seccional, pudiendo obrar de otro modo incurrió en el desafuero que ahora lo hace mecedor del reproche jurídico; aunado que el letrado conociendo de su deber profesional, optó por evadir el mismo.
Por lo tanto, considera esta Sala que la sanción de Exclusión impuesta al jurista debe confirmarse, a pesar de la ausencia de antecedentes disciplinarios del encartado luego a la luz de los artículos 13 y 45 de la Ley 1123 de 2007, la sanción cumple con los parámetros legales, dada la gravedad, modalidad y circunstancias de la falta.

En mérito de lo expuesto, la Sala Dual de Decisión No. 1 de la Sala Disciplinaria del  Consejo Superior de la Judicatura conformada por los H.M. José Ovidio Claros Polanco y Julia Emma Garzón de Gómez, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión del 29 de agosto de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, a través de la cual fue sancionado con EXCLUSIÓN en el ejercicio de la profesión el abogado GUILLERMO RAFAEL VILLA ROBLES, por haber incurrido en concurso homogéneo y sucesivo a título de dolo en calidad de autor y determinador, en la falta consagrada artículo 52 del numeral 2 del Decreto 196 de 1971, reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007. Conforme lo indicado en la parte considerativa de esta providencia. 

SEGUNDO. Devuélvase el expediente a la Corporación Seccional Disciplinaria de origen, para que notifique a todas las partes dentro del proceso y cumpla lo dispuesto por la Sala.

TERCERO. Ejecutoriada esta providencia, por la Secretaria Judicial de la Sala comuníquese lo pertinente al Registro Nacional de Abogados para los efectos de que da cuenta el artículo 47 de la Ley 1123 de 2007. Se advierte que los  efectos de la  sanción empiezan a regir a partir de su inscripción. 

NOTIFÍQUESE, Y CÚMPLASE
                     JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO        JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ               

                                       Vicepresidente                                               Magistrada

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial
� Sala Conformada por los Magistrados Irma Alexandra Cárdenas Castañeda y Juan Pablo Silva Prada    	


� Fl. 180 c.o.


� Fl 16 c.o. 


� Fl 19 c.o


� Fl. 22c.o.


� Fl. 29c.o.


� Fl 31 c.o.


� Fl. 43 c.o.


� Fl. 47 c.o.


� Fl 24 c.o. 


� Fl 27 c.o. 


� Fl. 56 c.o.


� Fl. 69 c.o.


� Fl. 76 c.o.


� Fl. 107 c.o


� Fl. 116 c.o.


�  Fl 176 c.o. Ídem


� Fl. 62 al 68 c.o.


� Fl. 57 al 59 c.o.


� Corte Constitucional. Sentencia C 393  de 2006. MP. Rodrigo Escobar Gil.
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